
 
  

INICIATIVA QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 8°. DE LA LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE 

LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO IRINEO MOLINA ESPINOZA, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DE MORENA 

El suscrito diputado Irineo Molina Espinoza, integrante del Grupo Parlamentario de Morena de la LXIV 

Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, 73, 

fracciones XXIII y XXXI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción 

I, 77, 78, y demás relativos y aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados, presento ante esta 

honorable soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un tercer párrafo al 

artículo 8o. de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en materia de empoderamiento de la capacidad jurídica de las personas con 

discapacidad, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

Planteamiento del Problema 

Algunas grupos de personas con discapacidad han hecho patente su inconformidad ante la existencia de 

disposiciones normativas que consideran discriminatorias y estigmatizadoras, toda vez que establecen una 

protección que genera distinción o limitación de su capacidad jurídica, misma que se integra por la capacidad de 

goce que es la idoneidad que tiene una persona para adquirir derechos y contraer obligaciones, y por la 

capacidad de obrar o de ejercicio que es la idoneidad de una persona para ejercer personalmente estos derechos 

y cumplir sus obligaciones. 

En este supuesto se encuentra la obligación para los órganos jurisdiccionales federales que conocen del amparo 

en sus dos vertientes, directa e indirecta integrada al artículo 8o. de la Ley de Amparo, reglamentaria de los 

artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que consiste en que se les 

exige que cuando una persona con discapacidad interponga dicho juicio de garantías, le debe nombrar un 

representante especial para que intervenga en el mismo, sin que se tome en cuenta que las discapacidades son 

muy variadas y no todas son completamente incapacitantes para las personas que las padecen. 

Esta afirmación se realiza toda vez que una persona ciega, sorda, o muda, incluso aquella que cuenta con 

discapacidad motriz, puede valerse por sí misma y con destreza, ya que sus facultades mentales son plenas. 

Ante esta situación, el objeto de la presente iniciativa es eliminar la exigencia de que dicha obligación para el 

órgano jurisdiccional sea oficiosa y la misma se convierta en potestativa, es decir, para que medie la voluntad y 

el consentimiento de la persona con discapacidad para solicitar la designación de un representante especial, sólo 

en caso de esta requiera de asistencia o apoyo para la debida tramitación del mismo podrá solicitar a los 

juzgadores se realice la mencionada designación. 

Argumentos que Sustentan la Modificación Legislativa 

La prioridad de todo gobierno en materia de derechos humanos es que los mismos puedan ejercerse de manera 

plena y con libertad, esto se basa en el reconocimiento de la dignidad de cada persona y de igualdad de derechos 

que debe imperar en un estado de derecho. 

Estos principios son adoptados internacionalmente por diversas naciones del mundo, en las que se incluye 

México, que los ha integrado en nuestra Constitución General como derechos humanos, por lo que toda persona 

tiene los derechos y libertades enunciados en dicha Carta Magna y en los tratados internacionales de los que 



 
  

nuestro país sea parte, sin distinción de ninguna índole, reafirmando la universalidad, indivisibilidad, 

interdependencia e interrelación de dichos derechos y de las libertades fundamentales, con la consecuente 

necesidad de garantizárselos a todos los sectores de la sociedad mexicana, incluyendo las personas con 

discapacidad para que los ejerzan plenamente y sin discriminación. 

En algunas ocasiones, por querer brindar una mayor protección a los sectores más vulnerables en las 

legislaciones por las que se brinda acceso a la justicia impartida por los órganos jurisdiccionales federales, sin 

haber tenido dicha intención de origen, se generan restricciones a la capacidad jurídica de ejercicio de las 

personas con discapacidad, ejemplo de ello es el artículo 8o. de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los 

Artículos 103 y 107 de la Constitución General de los Estados Unidos Mexicanos. 

Dicho precepto normativo establece que el menor de edad, la persona con discapacidad o mayor sujeto a 

interdicción, puede pedir amparo por sí o por cualquier persona en su nombre sin la intervención de su legítimo 

representante cuando éste se halle ausente, se ignore quién sea, esté impedido o se negare a promoverlo y se le 

impone la obligación al órgano jurisdiccional de que a dichos sujetos se le nombre un representante especial 

para que intervenga en el juicio, debiendo preferir a un familiar cercano, salvo cuando haya conflicto de 

intereses o motivo que justifiquen la designación de persona diversa. 

Esta obligación de que a una persona con discapacidad se le designe de manera oficiosa un representante 

especial sin tomar en cuenta su tipo de discapacidad, ha sido considerada como excesiva, restrictiva y 

discriminatoria, toda vez que si bien muchas personas cuentan con discapacidad motora, ceguera o sordera, 

cuentan con su capacidad cognitiva plena que no les limita ejercer libremente su capacidad jurídica de goce y de 

obrar, como sería el hecho de interponer directamente el juicio de amparo ya sea directo o indirecto o cualquier 

tipo de contienda judicial. 

La intención del legislador al redactar el artículo 8o. de la Ley de Amparo en el caso de las personas con 

discapacidad consiste en que el órgano jurisdiccional asigne un asesor jurídico para que comparezca ante el 

mismo, a efecto de que sea representante especial de aquellos quejosos con discapacidad, en el entendido de que 

su función es coadyuvarlos para el mejor trámite de los juicios de amparo, esta intención es aparentemente 

positiva, pero para una persona con discapacidad que goza de sus facultades mentales plenas es una limitante a 

su derecho humano de igualdad ante la ley. 

Se estima que esta disposición para las personas con alguna discapacidad transgrede los derechos humanos de 

acceso a la justicia, igualdad ante la ley y reconocimiento a la personalidad y capacidad jurídica, reconocidos en 

los artículos 1o. y 7o. de la Constitución General y de los diversos 2, 3, 4, 5, 12 y 13 de la Convención sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad. 

La protección a las personas con alguna diversidad funcional debe partir de la base de que la noción de 

discapacidad es un concepto que ha evolucionado con los avances de la ciencia médica y de la psicología y que 

resulta de la interacción entre las personas con deficiencias y las barreras que se generan o surgen por 

circunstancias que pretenden evitar su participación plena y efectiva en la sociedad. 

Dicha participación debe darse en igualdad de condiciones con las demás, las circunstancias que la evitan se 

convierten en barreras, en prejuicios o estereotipos que subyacen a la discapacidad, y que deben ser combatidos 

y eliminados para proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos 

humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, así como promover el respeto de 

su dignidad inherente. 

Por ello, se propone que los órganos jurisdiccionales que conozcan del juicio de amparo directo o indirecto 

permitan que las personas con discapacidad puedan interponer los mismos por su propio derecho y que 



 
  

únicamente en caso de que adviertan objetivamente que necesitaban apoyo para la tramitación de los mismos, 

hagan uso de la figura del representante especial. 

Con la modificación que el suscrito propone se aplique al artículo 8o. de la Ley de Amparo, se pretende darle 

reconocimiento pleno a la personalidad y capacidad de goce y ejercicio de las personas con discapacidad que 

cuenten con sus facultades mentales plenas, ya que con dicha medida se les reconoce su capacidad jurídica en 

igualdad de condiciones, además de reconocer el esfuerzo que día con día realizan para incorporarse a la 

sociedad de manera productiva, y sobre todo, evitar la generación de actos discriminatorios o que generen un 

trato desigual con la aplicación de la ley. 

El de la voz considera que la modificación planteada sirve de instrumento para brindarle a la ley de amparo más 

eficacia y plena observancia del derecho a la igualdad de todas las personas y la proscripción de discriminación 

por razones de discapacidad. 

La presente iniciativa no genera impacto presupuestario, toda vez que no se enfoca en la creación de figuras 

jurídicas que requieran el gasto de recursos públicos para su implementación, instrumentación o 

funcionamiento, sino que se pretende regular de mejor manera la figura de representante especial contenida en 

la Ley de Amparo. 

Para fines didácticos, se reproduce a continuación un cuadro comparativo de la redacción que actualmente tiene 

el artículo 8o. de la Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y de la propuesta legislativa base de la presente iniciativa. 

 

Por todo lo anteriormente expuesto, someto a la consideración de esta honorable soberanía, el siguiente 

proyecto de 

Decreto por el que reforma el artículo 8o. de la Ley de Amparo 

Artículo Único: Se adiciona un tercer párrafo al artículo 8o. de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los 

Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 



 
  

Artículo 8o. El menor de edad o persona mayor sujeto a interdicción podrá pedir amparo por sí o por cualquier 

persona en su nombre sin la intervención de su legítimo representante cuando éste se halle ausente, se ignore 

quién sea, esté impedido o se negare a promoverlo. El órgano jurisdiccional, sin perjuicio de dictar las 

providencias que sean urgentes, le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio, 

debiendo preferir a un familiar cercano, salvo cuando haya conflicto de intereses o motivo que justifiquen la 

designación de persona diversa. 

Si el menor hubiere cumplido catorce años, podrá hacer la designación de representante en el escrito de 

demanda. 

La persona con discapacidad podrá promover amparo por su propio derecho, o a través de representante 

legal, apoderado, o por cualquier persona. En caso de que requiera de asistencia o apoyo para la debida 

tramitación del mismo, podrá solicitar al órgano jurisdiccional que le designe un representante especial. 

Artículo Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a los 23 días de abril del año dos mil diecinueve. 

Diputado Irineo Molina Espinoza (rúbrica) 

 


